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I. Introducción:

1. La justicia se encuentra desbordada, los jueces agobiados y la ciudadanía desesperanzada.

Nada peor puede aguardar un sistema judicial ni padecer una República. 
El descrédito de sus instituciones, de sus leyes, en lo inmediato lleva, sino a la anarquía, por lo menos a la inopia de sus habitantes y a un futuro de sombras nada venturoso.

Ese es el panorama de expectativas que depara la legislación concursal.

Sea porque cotidianamente se descree del sistema judicial o sea porque no se confía en la eficacia de la legislación actual, por uno u otro aspecto, lo cierto es que los créditos permanecen perdurablemente desatendidos y las quejas cada día aumentan.

Basta notar que en las quiebras muchos acreedores abandonan la persecución de cobro porque sienten que irremediablemente será en vano gastar sus esfuerzos en búsqueda de migajas pagaderas en tiempos bíblicos.
La mayoría de las quiebras declaradas concluye por falta de activo
, lo cual, aun cuando ello no necesariamente es responsabilidad del sistema judicial, proyecta más dudas sobre el servicio de justicia en cuanto permite abrir un proceso previsiblemente estéril que se cerrará sin resultado útil
.

En las quiebras, por diferentes motivos, se demora la realización que permita una rápida distribución y, en casos, eso provoca la caducidad del dividendo olvidado o resignado por quien ya no mantiene interés en su cobro o, lo que es peor, ni siquiera se ha enterado de que tal se encuentra a su disposición.
Los acreedores laborales que supuestamente son declaradamente sujetos protegidos por las sucesivas reformas, casi nunca cobran pronto y menos rápidamente sus créditos alimentarios y ven postergadas sus esperanzas y sacrificadas sus existencias a costa de que el paraguas concursal mantenga la actividad empresaria, invocándose hipócritamente que ello es en beneficio de aquellos mismos trabajadores condenados a la miseria.

Tal es el negro panorama que percibe la ciudadanía y hasta algunos pocos pero lúcidos operadores jurídicos en cuanto concierne a los procesos concursales.
2. Algunos propondrán aumentar la dotación de empleados, sin comprender que un juez puede contar con enorme ayuda, de hecho yo mismo debo agradecer la constante colaboración de los funcionarios y empleados que me asisten en mi labor jurisdiccional, pues sin tal sería imposible obtener los logros alcanzados, mas es ilusorio suponer que una sola cabeza pueda absorber más tareas. 
Con esto quiero significar que los jueces comerciales están al límite de su capacidad (que no es poca) y que traspasado ese límite quedaremos expuestos a previsibles yerros e ineludibles desatenciones.
La solución al problema no es más colaboradores para concentrar toda la labor de aquellos en un solo sujeto (el magistrado) que tenga un unitario (y solitario) poder de decisión.

En todo caso, necesitamos más juzgados. Cuántos? Muchos más, acaso el doble de los hoy existentes
.

¿Utópico?  Parece que sí porque han pasado muchos años y no se aumenta la cantidad en un número suficiente. En lo inmediato, no guardo esperanzas de que se duplique la cantidad de juzgados comerciales nacionales, porque nada puedo hacer al respecto y creo que ese aspecto no aparece en la agenda de nadie relevante o con poder o preocupación suficiente para revertir la situación.

3. Pero si aquello no depende de nosotros y no podemos más que predicar en el desierto… ¿cuál podría ser la solución inmediata?
Dos pueden ser los caminos: uno pensar en vericuetos legales para aplicar mejores soluciones no previstas legalmente o encontrar analogías que permitan superar la parálisis legal y otro, sugerir alternativas para una futura reforma de la ley concursal.
Aun cuando cotidianamente procuro encontrar soluciones pragmáticas y hasta forzar ciertas reglas que empíricamente no son eficaces para dotarlas de utilidad con interpretaciones diferentes o novedosas, hoy, acaso por el hastío que provoca la cotidianeidad apuntada, opto por el segundo sendero; por lo que propondré diferentes modificaciones que a fuerza de la experiencia considero que podrían dar soluciones concursales más útiles y, por sobretodo, despejar la apariencia desastrosa que injustamente padecemos quienes denodadamente procuramos servir a nuestra Nación.
Veamos, pues, algunos ejemplos que, a mi juicio, denotan la urgente necesidad de reformar el proceso concursal.
II. El principio y el fin:
1. Digo “principio” pensando en la desacreditada petición de quiebra y pienso en el “fin”, rememorando a la conclusión por faltar activo realizable.

Y, comenzando por el principio, digo desacreditada vía, porque todos conocemos la utilización desviada del pedido de quiebra, al que se recurre como proceso ejecutivísimo en el que rápidamente se recuperan saldos impagos.

¿Para que iniciar un proceso de conocimiento o, en el mejor de los casos, una ejecución, cuando se puede alcanzar igual objetivo de cobro individual pidiendo la quiebra?

Esto último es mucho más barato, porque se paga tasa por monto indeterminado y resulta mucho más ágil.
Por caso, las previsiones de los artículos 87 y 122 no han reportado una valla que impidiera a los acreedores la “ejecución” de sentencias dictadas en sede laboral.
Eso importa una clara desnaturalización de la petición de quiebra, pues ella constituye la apertura del proceso universal y no una simple ejecución individual. 

En verdad, este es un tema trillado que divide a los expertos. De un lado, los que flexiblemente admiten como evidencia de la cesación de pagos hasta la propia confesión del deudor
, o, incluso, conceden igual certeza a un solitario incumplimiento. 
Otros
, en cambio sostienen que resulta inaceptable la coexistencia simultánea de dos vías, por lo que previo a la petición de quiebra es menester concluir la individual sin éxito, para acreditar mínima y verosímilmente la cesación de pagos. 

No importa si se coincide con unos u otros, porque es indisputable que los pedidos son desviadamente utilizados y, en cualquier caso, siempre es indiscutible que la petición de quiebra aparece enderezada a probar la cesación de pagos como preámbulo de la falencia.
En ese esquema y para evitar mayores y costosos desvíos
, podría prohibirse clara e inequívocamente la percepción o cobro individual en el pedido de quiebra e imponerse la consecuente obligación oficiosa de decretar la quiebra frente a la falta de respuesta o actitud evasiva u omisiva del citado.

De modo que si el pedido de quiebra lleva a la ejecución colectiva, nada impide que, desacreditada la cesación de pagos (por ejemplo, por depósito de fondos suficientes),  se lo concluya restituyendo lo depositado al citado sin “pagar” al peticionario de la quiebra.

Ello así, pues es extraño a la petición el cobro individual del crédito.

Todo eso, sumado a la imposibilidad de desistir una vez efectuada la citación, constituirá un disuasivo más eficiente
.
2. Y queda el final, que también es principio o debería serlo.

Me explico: he sostenido hasta el cansancio que la quiebra sin activo es absolutamente antieconómica y presenta serios problemas para los acreedores y hasta para el cobro de honorarios del síndico
.

Para los acreedores se presenta el problema de que se verán inmersos en un proceso que previsiblemente no los llevará a ninguna solución económica.

Para el síndico constituye una gravísima privación de remuneración, pues se lo obliga a laborar cuando es absolutamente seguro que nada retribuirá tales tareas.

Este final anunciado sólo puede sobrevenir tras un largo trámite que impone la ley 24.522 y llegará conforme prevé el artículo 232, esto es si tras haberse insinuado y verificado los créditos se advirtiera que no hay activo suficiente para pagar los gastos del proceso.
Esto, que es tardíamente conclusivo, debió ser prioritario. No hacia el fin, sino al principio.

Porque tramitar la quiebra sin que resulte verosímil ni mínimamente perceptible cómo se pagará a los acreedores es tan ridículo como sostener que el síndico debe trabajar gratis
.
La ley alemana es más sabia en este aspecto, pues dispone la denegación de apertura del proceso en caso de previsible insuficiencia de masa para cubrir los gastos y costos que se devengarían, salvo que de ellos se haga cargo y garantice algún acreedor o el propio deudor (art. 26).

Adoptar esta idea es imperativo, pues es insólito el derroche que supone decretar la conclusión por faltar activo tras un trámite que se advierte inicialmente inconducente.

Por ello y alrededor de aquello es que cabe analizar las diferentes posibilidades, mas aparece relevantísimo cambiar el sistema que sólo nos ha deparado infinidad de quiebras con muchos acreedores reconocidos (rectius: verificados), pero sin ninguna solución a la falta de pago de sus créditos.

Unos extremarán el concepto para procurar que directamente se impida la quiebra sin antes identificar algún activo; otros, sostendrán excesiva tal limitación y sólo propondrán que antes de decretarse la quiebra se dispongan cautelares para buscar bienes, pero luego siempre llegarán a la falencia.
Cualquiera fuera la opción de entre el amplio abanico de posibilidades
, lo cierto es que este es un caso más que evidente de ineficacia que, aún reconocido por muchos, nunca ha merecido modificación en las sucesivas reformas de la ley concursal.

Acaso para denotar la urgente necesidad de tal reforma no sea suficiente el que los síndicos deban actuar sin una remuneración acorde a sus labores o que los acreedores permanezcan perdurablemente desatendidos, mas sí debería bastar el derroche de los fondos públicos que supone litigar sin sentido.
A veces concluir es nunca comenzar.

II. El Pronto pago:
1. El pronto pago de nuestra legislación fue otrora presentado como la panacea solutoria de todos los problemas del trabajador de una empresa en cesación de pagos.

La primera desilusión sobrevino a poco de su aparición cuando algunos advirtieron que la falta de pago de aquello reconocido como “prontopagable” no provocaba consecuencias al deudor en concurso, por lo que, obviamente, nunca se pagaba nada pronto ni tarde. En definitiva, advertimos azorados que la decisión que disponía el pronto pago sólo era declarativa, lo cual ya revelaba la inutilidad del sistema.

Una eternidad después de dicha revelación llegó la reforma, pero más luego llegaron otros desengaños: porque la alícuota mínima que se imponía pagar nunca podía afrontarse sin riesgo de quiebra; al fin, es que estábamos en cesación de pagos, por lo que pagar, sea cual fuera el crédito, siempre resultaba difícil.

Y la concursada seguía difiriendo los pagos a los laborales, en la medida de que ninguna consecuencia le reportaba.
Además, la falta de una regla procesal que organizara seriamente al sistema del artículo 16, conspiraba, incluso, contra la actividad sindical, que aun cuando se dedicara a la búsqueda de los acreedores laborales, investigando libros y papelería de la concursada, veía que su informe caía en saco roto, pues a la deudora no le preocupaba algo que bien podía desatender
.
Esta descripción podría ser aplicable respecto de infinidad de procesos concursales en los que, en general, siempre sucede lo mismo: nadie cobra su pronto pago, que no es ni pago ni pronto.
Sorprende la perdurable negación de la realidad que padece el argentino y que agobia a la Nación; porque desconocer que el pronto pago no ha servido, es pretender tapar la luz del sol con un dedo.

2. La legislación comparada encontró otros sistemas más razonables y seguros.

Por eso las naciones avanzadas han implementado la seguridad social, a la que los empresarios aportan para formar un fondo que se aplicará al pago de los créditos laborales en el concurso, quedando luego subrogado el estado en los derechos de aquellos acreedores.

De ese modo tan sencillo, las urgentes necesidades alimentarias de los obreros, empleados y trabajadores en general, serán atendidas, pues inmediatamente de reconocidos como acreedores tras la apertura y de modo similar al sistema del artículo 16, podrán cobrar sus créditos
.

Luego, el estado pagador ejercerá en el concurso los derechos conforme estime corresponder a los intereses de la comunidad.

La solución no es tan compleja, más aparece harto más difícil algo que es prioritario, esto es que se admita la necesidad de derogar el actual pronto pago.

En tanto dogmáticamente se sostenga tal estéril sistema, no se comprenderá lo que empíricamente denota su grado de ineficacia.
III. El concursamiento de Personas físicas:
Uno de los paradigmas del derecho concursal fue la “unidad” del proceso, esto entendido como la posibilidad de que cualquier sujeto pudiera acceder al concurso preventivo.
En rigor, lo que sucedió fue que el proceso instituido para todos, solo sirvió para algunos.

Porque los padecimientos de una sociedad comercial no son los mismos que los de un empleado o un jubilado.

Los problemas de una sociedad aparecen por diferentes y muy variadas razones y, en general, tienen muy diversas soluciones a las que necesita una persona física.

No me es posible identificar ahora, las personas afectadas por este procedimiento único. Encontrará el lector referencias bibliográficas en las que se lo menciona amplia y flexiblemente como “persona física”, en otros casos como “consumidor” y hasta como “persona física con ingresos regulares anuales…” limitados hasta  un cierto monto e, incluso, excluyéndose al profesional universitario.

No es que no me importe limitar más concentradamente quiénes podrían acceder a la protección del paraguas concursal, mas tal problema deberá debatirse luego de admitir que aplicar el mismo procedimiento para todos, es condenar a algunos al fracaso.

Porque la mayoría de los concursos de personas físicas (permítaseme ahora esa acepción), concluye en quiebra o, por lo menos, presentan infinidad de problemas y nunca soluciona los padecimientos de la gente.

Por caso y en el esquema concursal vigente, habría que preguntarse qué propuesta puede efectuar a sus acreedores un jubilado en cesación de pagos. Es claro que la única posibilidad de alcanzar las mayorías es que sus acreedores tengan un acto de piedad, porque es imposible suponer que el deudor pueda superar sus dificultades o proponer seriamente un proyecto atractivo, con el solo respaldo de una magra jubilación estatal.

Esa sola situación demuestra la ineficacia del proceso a fin de proteger a ciertos sujetos del mismo modo que lo logra respecto de las sociedades comerciales.

Debería primero identificarse a quiénes no les sirve el proceso actual y, luego, debatirse si a ellos podría aplicárseles un proceso especial y diseñarlo a la medida de tales necesidades que, en general, son muy urgentes en tanto alimentarias y de subsistencia familiar.

Lo aconsejable es abrevar en legislaciones extranjeras y adaptarlas a las necesidades locales
; mas es indiscutible el buen resultado que reporta la negociación previa a la actuación judicial. Los negociadores podrían ser expertos delegados por los colegios profesionales, las universidades, comunas, municipios, etc.
Acaso tras la previa actuación de esos expertos y en caso de que fracasaran, habría que pensar un procedimiento similar al Acuerdo preventivo extrajudicial (Ape), con adaptaciones al caso del consumidor
. Todo es debatible.

Cualquiera fuera la alternativa, lo cierto es que estamos retrasados en este aspecto de protección del “consumidor” que incurre en dificultades financieras o sobreendeudamiento, por lo que es imprescindible afrontar una rápida solución
.

IV. Los Privilegios y el llamado “acreedor involuntario”:
El problema de los privilegios no es nuevo.
Es sabido que se presentan constantes debates acerca de la pertinencia de que la ley reconozca prevalencia a uno u otro crédito, porque la comunidad evoluciona y cambia sus criterios y percepciones mucho más rápidamente de lo que el legislador puede reformar la legislación.

Podríamos debatir y hasta disentir sobre muchos aspectos de este tema, pero hay uno en el que probablemente todos coincidamos en conciencia: aparece hasta cierto punto repugnante que ciertos créditos sean pagados y quede totalmente postergado y sin pagarse un resarcimiento a una persona impedida o que padece las consecuencias físicas o psíquicas de un obrar culpable del deudor.
Si bien este es el caso que generalmente es referido como ejemplo, lo cierto es que existen muchos otros que presentan igual desagrado.

No se trata entonces de modificar integralmente el orden de privilegios, porque siempre podrá aparecer una situación imprevisible que excederá el catálogo; por lo que, según creo, resultaría más eficaz dotar al juez concursal de amplias y flexibles facultades para que fundadamente pudiera postergar algunos de los privilegios o preferencias y pagar aquellos créditos que razonablemente entienda necesitan de atención prioritaria.
De ese modo y sin modificaciones extremas, para atender dichas situaciones excepcionales no se imponen al juez decisiones extremas como declarar la inconstitucionalidad del orden de privilegios, sino que se le defiere a su consideración la necesidad de variar el orden de cobro. 

No se trata de permitir una mirada discrecional, sino de flexibilizar el orden granítico de los privilegios a fin de evitar claras injusticias.

Por ello y sin privar a los privilegiados de una porción razonable, podría encontrarse una fórmula para dar una medida igualmente lógica a quien necesita de ese cobro para su subsistencia digna.
Asegurándose también un adecuado control jurisdiccional con la implementación de la facultativa apelación contra la decisión que postergue un privilegio para dar a otro acreedor, parece que todo se acomodaría mucho mejor a lo razonable.

Entonces, si nos repugna postergar a los necesitados, es que necesitamos una reforma.
V. Acciones de responsabilidad, recomposición e ineficacias: 
1. El derecho argentino vigente carece, en general, de una regla de conveniencia que establezca la previa necesidad de percibir la posibilidad de que con la adopción de un modo de proceder pudiera alcanzarse un resultado útil.
Dicho de otro modo más sencillo, nada impone en derecho medir la ecuación llamada “costo-beneficio” para determinar si vale la pena perseguir algo o a alguien conforme cuál fuera el previsible resultado por alcanzar.
Por ello, en muchos casos, se advierten actuaciones encaminadas al fracaso; no ya porque no exista procedibilidad formal o de fondo, sino porque aun cuando se alcanzara una sentencia favorable, se nota que esa condenación no lleva a ningún resultado aprovechable o beneficioso para los acreedores.

El caso más patético se presenta cuando se persiguen socios, administradores, colaboradores, cómplices, etc., sin la certeza de que tuvieran un patrimonio que pudiera aportar una solución a la quiebra. 
Porque si no tienen un patrimonio sobre el cual proyectar la eventual sentencia condenatoria, tal será meramente declarativa y estéril.

Es por eso que la procedibilidad de estas acciones debiera también someterse a la previa comprobación verosímil de la existencia de patrimonio suficiente para satisfacer una alícuota mínima del pasivo falimentario.

2. Pero a esta deficiencia se suman otros problemas congénitos, como son:
a. A fin de accionar…Cómo debe procurar la autorización el síndico?
 

b. Para el caso de que el concurso resultara vencido en costas, los acreedores responden sólo hasta el eventual dividendo que pudieran cobrar, hasta el mayor límite de su crédito verificado en el proceso o con todo su patrimonio con independencia de aquellos anteriores topes?

c. En el mismo supuesto, los acreedores que hubieran manifestado su disconformidad con la iniciación del proceso, también responden por las costas o tales están excusados del soportamiento de aquellas?

Sobre algunos de esos tres aspectos me he expedido tanto jurisdiccional como académicamente, mas la diáspora de soluciones que se presentan conspiran seriamente contra la promoción de acciones útilmente encaminadas a la tutela de los créditos.

 El legislador, ya advertido de las dudas y los problemas que se presentan en estos casos, debería sancionar reglas eficaces, claras y concretas
.

Como ya dije “Todas las antes expuestas son cuestiones que se 
presentan en la práctica cotidiana, acaso no muy usualmente, pero 
sí persistentemente a lo largo de más de una década de vigencia de 
la ley 24.522…La doctrina y jurisprudencia han sido oscilantes en 
definir una unívoca respuesta a tales lagunas legales, por lo que 
persisten las dudas y ello, obviamente, depara inseguridad…Todas 
las soluciones o alternativas por las que he optado son claramente 
opinables y bien podrían debatirse para, acaso, llegar a otras 
conclusiones...Consejo al agobiado pero interesado lector que haya 
llegado a este punto: No se resigne e insista que en algún momento 
alguien reparará en la relevancia de estos temas y nos acompañará 
para comenzar un debate.

Mientras tanto, por lo menos, se tendrán a la mano estas opinables 
soluciones. Algo es algo…”
.
Sigo esperanzado en que alguien me acompañe en mi derrotero 
crítico. 

Crítica que solo es formulada con la intención de mejorar el actuar 
en justicia para beneficio y seguridad del litigante.
VI. La demorada realización, la tardía distribución y consiguiente caducidad del dividendo concursal.

Los problemas que se presentan por la demora en la realización de bienes afectan, por sobretodo, a los acreedores pequeños o de escasos recursos (laborales incluídos).

Porque ellos serán los que abandonarán el control del proceso y, probablemente, perderán la posibilidad de cobro.

A partir de la dilación en la realización se siguen desgranando luego la correlativa tardía distribución y, por consecuencia de ello y de la lógica desesperanza de los acreedores, en muchos casos, sobrevendrá la caducidad del dividendo olvidado o resignado por quien ya no mantiene interés en su cobro o, lo que es peor, ni siquiera se ha enterado de que tal se encuentra a su disposición.

El aspecto temporal influye decisivamente, pues es claro que los acreedores pierden interés en el proceso o su desesperanza se acrecienta enormemente, pasado un tiempo razonable sin respuesta a sus reclamos.

No cabe presumir desinterés en la percepción de los créditos, cuando, lo que usualmente sucede es que la demora o dilación procesal devino o por defectos del sistema o por retrasos que razonablemente han producido otros sujetos con sus planteos en el expediente.

Es por ello que es importante encontrar un sistema de realización más eficiente y que no lleve a la privación del crédito a los acreedores expulsados por la propia torpeza del sistema.

En rigor, bastaría una regla que permitiera o, mejor aún, que impusiera la venta de los bienes en todos los casos y cualquiera fuera el planteo, sin perjuicio de que los fondos tengan que reservarse hasta la definitiva solución de aquellos.

Porque, en general, la resistencia injustificada y meramente dilatoria se opone a la realización misma y desaparece cuando la venta se ha concretado.

Cualquiera fuera el caso, es imprescindible encontrar una solución a la deficiente enajenación compulsiva de bienes en la quiebra, pues, como antes dije, ella reporta otras consecuencias concatenadas que perjudican a los acreedores.

Por caso, la caducidad de los dividendos es una atrocidad que no puede ser convalidada por otra reforma.

No es posible tolerar que el mismo sistema que provoca la desesperanza de los acreedores, luego los sancione con la pérdida del dividendo que, obviamente, nunca pudieron conocer que se hallaba al cobro.
Este sistema de liquidación del patrimonio insolvente necesita una renovación que permita la realización inmediata de los bienes y el pago en un tiempo razonable o, alternativamente y si la venta se prolongara imprevisiblemente, la implementación de un método que permita a los interesados percibir igualmente sus créditos.

A esta altura de la modernidad en que la informática nos permite las transferencias electrónicas de fondos y es posible anunciar eficientemente en internet, aparece poco serio que la ley imponga la pérdida de los dividendos alegando que el acreedor no ha asistido presencialmente al banco a requerir el cobro. 

En fin, se trata de un sistema más caduco que los dividendos supuestamente abandonados
.
VII. Conclusión:
Como corolario de todo lo antes expuesto, aparece oportuno recordar una advertencia del maestro Halperín, quien frente a las duras críticas que se presentaban respecto de la ley 17.418, sostuvo que “…las leyes no se pueden juzgar por mimetismo, sino por la eficacia en su aplicación…”
.
Aferrado a esa idea, mi esperanza es doble: primero, que finalmente se reconozca que, sin perjuicio de su gran utilidad en muchos casos, la ley actualmente vigente es ineficaz en ciertos relevantes aspectos y, a partir de eso, pueda mejorársela; y, segundo, que alguna de las prédicas aquí expuestas deje de ser solitaria y en descampado, porque les aseguro que cuanto más demoremos en advertir aquello y afrontarlo, más será el daño por omisión.

La única verdad es la realidad… por lo que, con datos y elementos empíricos, debiéramos abordar un debate que nos lleve a la solución de, por lo menos, algunos de los problemas antes identificados y otros más que el tiempo y otras limitaciones no me han permitido describir.

Es por eso que espero siquiera haber resultado mínimamente convincente con este discurso o, por lo menos, plantar la semilla de discusión para que, con este humilde diagnóstico, se abra el camino a una reforma.
La esperanza nunca se pierde.
Héctor Osvaldo Chomer
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� Sobre este dato desconozco si existen estadísticas, mas no tengo dudas de que es certero, pues desde hace más de treinta años que llevo en la justicia nacional y en mis once años como Juez Comercial, no solo he visto que la mayoría de las quiebras concluye por faltar activo, sino que podría también afirmar que así concluyen la casi totalidad de las quiebras de personas físicas.


� La ley alemana de concursos (art. 26), impide la apertura del proceso en caso de no advertirse la existencia de bienes que previsiblemente alcancen para pagar los costos judiciales.


� Los formal o legalmente declarados 31 Juzgados Nacionales, en rigor de verdad, sólo se reducen a 26; porque a pesar de que los jueces están ya designados por el Poder Ejecutivo, no se ha creado la infraestructura necesaria para que desarrollen sus tareas. Conclusión: desde que el presidente Kirchner sancionó la ley de creación de 5 nuevos juzgados, han pasado muchos años, pero aún no se ha aumentado la dotación jurisdiccional y ya aparecen escasísimos esos pocos 5 juzgados. 


� Nada más dudoso que admitir la “confesión” de la existencia de un  elemento de procedibilidad sustancial. La desnuda confesión puede resultar ciertamente eficaz en tanto suponga la autoincriminación por violación de lo prohibido y correlativa y consciente admisión de las consecuencias o castigos legales que ello importa; mas tal eficacia se relativiza cuando dicho reconocimiento procura alcanzar un consecuente beneficio. Es que la protección y beneficios del paraguas concursal no pueden quedar sujetos a la discrecional voluntad de los sujetos concursables ni accesible por la mera admisión de aquello que no aparece comprobado, pues ello supondría que el concursamiento sobreviene mecánicamente sin control jurisdiccional de fondo o sustancial.Es obvio que el deudor necesitado de la apertura de su concursamiento confesará cualquier cosa, incluso hallarse en cesación de pagos aún cuando no la padezca. Es por ello que una tendencia más razonable exige alguna evidencia concreta y distinta de la mera y angustiada percepción del sujeto concursable. 


� CNCom, E, 24.5.11, Lamberti. Verlo en “Revista de Derecho Comercial del Consumidor y de la Empresa”, pág. 86, La Ley, Año II, nro 4, agosto 2011; con comentario de este autor.


� Porque es extremadamente costoso para el estado que se dupliquen trámites en diferentes fueros con el único objetivo del cobro de un crédito, cuando bien se podría ejecutar la sentencia en la sede de dicho pronunciamiento.


� Para abundar en esta idea, ver mi comentario en “Revista de Derecho Comercial del Consumidor y de la Empresa”, pág. 86, La Ley, Año II, nro 4, agosto 2011.


� Chomer, H. O. “El problema de la quiebra sin activo”; en “Revista de Derecho Comercial del Consumidor y de la Empresa”, pág. 43, La Ley, Año II, nro 2, agosto 2011.


� Para los que sostengan o sospechen que exagero y tengan  maravillosas ideas meramente dogmáticas, los invito a consultar a los sacrificados síndicos (B) que constantemente deben prestar servicios gratuitos en quiebras sin activos liquidables, que, en general, son decretadas solo por la incomprensible insistencia de algún acreedor que logra atrapar tanto a otros acreedores como a aquel funcionario, en un trámite que solo genera más deudas (por lo menos la de los honorarios sindicales, la del edicto que permanecerá impago, etc).


� Expongo mi parecer y varias soluciones en Chomer, H. O. “El problema de la quiebra sin activo”; en “Revista de Derecho Comercial del Consumidor y de la Empresa”, pág. 46 y stes, La Ley, Año II, nro 2, agosto 2011.





� Sobre una visión amplia y descriptiva del nuevo sistema consultar el comentario al fallo “Original Metal” del Juzg. Nac. Com. 10, en Errepar, DSE, nro. 227, octubre/06, T.XVIII, pag. 1145, con comentario de Eduardo M. Favier Dubois (p) “Apertura del concurso preventivo. Ley 26.086”.


� Chomer-Sícoli. “Ley de Concursos y Quiebras. 24.522 y sus modificaciones, incluidas las introducidas por la ley 26.684. Comentario exegético. 2da Edición actualizada y ampliada”, página  37. La Ley, Buenos Aires, 2011. Allí se refiere el proyecto de 1996 del diputado Recalde, en el que se propone una excelente alternativa con la creación del “Fondo de garantía de los créditos laborales”, por el que los acreedores previsiblemente cobrarían tras un sencillo trámite.


� Sobre las diferentes soluciones en la legislación comparada, recomiendo dos imperdibles obras que abordan el tema desde diferentes perspectivas: Gebhardt, Marcelo, “Prevención de la insolvencia”, página 151 y stes. Astrea, Buenos Aires, 2009. Dasso, A. “Derecho Concursal Comparado”, Tomos I y II. Buenos Aires, Lexis Arg. 2009.





� Un interesante sistema alternativo fue propuesto por el suscripto en la investigación liderada por el académico español Don Rafael Illescas Ortiz (Universidad Carlos III de Madrid), en la que participaban, entre otros,  los distinguidos profesores argentinos J. C. Veiga (UNSTA) y R. A. Etcheverry (UBA). Se trataba allí el especial supuesto de las PYMES, mas podría adoptarse la idea para comienzo del debate. Ver el “Documento para Consulta Pública. La Flexibilización para el Fomento de pequeñas y medianas iniciativas empresariales”, página 114/5. Editorial de la Universidad Santo Tomás de Aquino, San Miguel de Tucumán, 2008.


� Chomer, Héctor Osvaldo. “La quiebra del consumidor y la presunción de fraude”. LL 25.6.12 Tomo 2012-D.


� He propuesto que el síndico busque las conformidades al modo que la concursada debe reunirlas según prevé la LC 45 (adhesión con firma certificada por notario). Ver Chomer, H. O. “Las acciones de ineficacia, la autorización de los acreedores y su eventual responsabilidad.Dos incógnitas de las acciones de ineficacia”, en Revista Comercial del Consumidor y de la Empresa, La Ley, página 52, II, Año II, Nro 4, Agosto 2011.


�  Sobre este aspecto no he encontrado respuesta en doctrina ni en la jurisprudencia, mas opiné que correspondería limitar el reclamo de costas hasta el interés del vencido o vencidos. Chomer, H. O. “Las acciones de ineficacia, la autorización de los acreedores y su eventual responsabilidad.Dos incógnitas de las acciones de ineficacia”, en Revista Comercial del Consumidor y de la Empresa, La Ley, página 53 y stes, Año II, Nro 4, Agosto 2011.


� Mi conclusión en este tema fue que correspondería reclamar a todos los acreedores sin distinción, pues todos han quedado atrapados por la decisión mayoritaria que autorizó al síndico a promover la acción. � Chomer, H. O. “Las acciones de ineficacia, la autorización de los acreedores y su eventual responsabilidad.Dos incógnitas de las acciones de ineficacia”, en Revista Comercial del Consumidor y de la Empresa, La Ley, página 54, Año II, Nro 4, Agosto 2011.


� Como ya dije he propuesto algunas de las opinables soluciones en Chomer-Sícoli. “Ley de Concursos y Quiebras, 24522. Comentada”, 2da edición; página 230 y stes. Editorial La Ley. Buenos Aires, 2011. Ver también mucho más ampliamente: Chomer, H. O. “Las acciones de ineficacia, la autorización de los acreedores y su eventual responsabilidad.Dos incógnitas de las acciones de ineficacia”, en Revista Comercial del Consumidor y de la Empresa, La Ley, página 51, Año II, Nro 4, Agosto 2011.


� Chomer, H. O. “Las acciones de ineficacia, la autorización de los acreedores y su eventual responsabilidad.Dos incógnitas de las acciones de ineficacia”, en Revista Comercial del Consumidor y de la Empresa,  La Ley, página 51, Año II, Nro 4, Agosto 2011.


� Ver algo más sobre esto en: Chomer, H. O. “La demorada realización, la tardía distribución y consiguiente caducidad del dividendo concursal”. Revista de Derecho Comercial del Consumidor y de la Empresa, página 87 y stes. Año II, Nro 3, Junio 2011.


� Halperín, Isaac, “Seguros. Exposición crítica…”, página 337, nro 36, nota 187. Depalma. Bs As 2001. 





